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RECURSO DE REVISIÓN  484/2017-1

COMISIONADO PONENTE: 

MTRO. ALEJANDRO LAFUENTE TORRES

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO

MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO y otraS autoridadES


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 20 veinte se septiembre de 2017 dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00384617 cero, cero, trescientos ochenta y cuatro mil seiscientos diecisiete, el 29 veintinueve de junio de 2017 dos mil diecisiete la AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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SISTEMA INFOMEX

Datos de la solicitud 1

Tipo de Captura

Tipo de Solicitud

Dependencia que recibe la solicitud
Descripcion de la solicitud de informacion

Electrénica
Informacién Publica
Auditoria Superior del Estado

[Que se detalle una descripcion del puesto y funciones que lleva a cabo

lactualmente el Sr. Ratll E. Esquivel Garay dentro de la Auditoria Superior del
Estado.

(No hay archivo adjunto)

EPORTE

Archivo adjunto de la solicitud

Regresar al reporte





Que se otorgue versión pública de la Declaración Patrimonial y Declaración de Conflicto de Intereses para los ejercicios fiscales 2015 y 2016 del personal adscrito a la Contraloría Interna y del Sr. Abraham Payán Torrescano.

Que se otorgue copia de las constancias expedidas de la Declaración Patrimonial y Declaración de Conflicto de Intereses para los ejercicios fiscales 2016 del personal que actualmente se encuentra adscrito a la Contraloría Interna y del Sr. Abraham Payán Torrescano.

Que se otorgue cargo actual, número de escalafón o posición en tabulador de sueldos y salarios del Sr. Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado. 

Que se detalle una descripción del puesto y funciones que desempeñó en el 2015 y 2016 el Sr. Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado.

Que se detalle una descripción del puesto y funciones que lleva a cabo actualmente el  Sr. Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado.

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 11 once de julio de 2017 dos mil diecisiete el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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REPORTE

[—————————— ]

En atencién a la solicitud de informacién, me permito hacer de su conocimiento que la misma se encuentra disponible en medios
electrénicos, por lo que puede consultarla en este sistema. NOTA: La informacién puede venir en archivo adjunto, favor de
verificarla. Gracias por ejercer su derecho a la informacion

Descripcion de la respuesta terminal

Archivo adjunto de respuesta terminal
Capacidad Max. 30MB

[En atencion a su solicitud presentada en fecha 29 de junio de 2017, mediante
la Plataforma Nacional de Transparencia, bajo el folio No. 00384617y recibida

lel mismo dia, mes y afio, por esta Auditoria Superior del Estado, se le

A

.RESPUESTA SOL 63.pdf

Regresar al reporte




En atención a su solicitud presentada en fecha 29 de junio de 2017, mediante la Plataforma Nacional de Transparencia, bajo el folio No. 00384617y recibida el mismo día, mes y año, por esta Auditoría Superior del Estado, se le comunica que en relación a su solicitud, la Unidad de Transparencia dio trámite, de conformidad con lo señalado en el artículo 54 fracciones II y IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, solicitando mediante memorándums No. ASE-UT-203/2017 a la Contraloría Interna,  No. ASE-UT-204/2017 al Departamento de Recursos Humanos, y ASE-UT-226/2017 al Departamento de Registro y Control Patrimonial, la primera de ellas por ser la encargada de llevar el registro y análisis de la situación patrimonial de los servidores públicos adscritos a la Auditoría Superior del Estado de conformidad con el artículo 86 fracción XIV de la Ley de de Fiscalización  y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí, correspondiente al ejercicio 2016,  la segunda área, por ser la encargada de atender los trámites administrativos relativos al personal de la Auditoría Superior del Estado, de conformidad con lo señalado en el artículo 15 fracción XV del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, y la tercera por llevar las Declaraciones Patrimoniales ejercicio 2015 de acuerdo a la Ley de Auditoría Superior del Estado., por lo que se dio a través de los oficios No. ASE-CI-24/2017 y No. ASE-CAFS-0044/2017, mismos que se adjuntan, así como el oficio de notificación No. ASE-UT-088/2017.

[image: image3.png]UNIDAD DE TRANSPARENCIA
OFICIO No. ASE-UT-088/2017
ASUNTO: NOTIFICACION

Julo 11,2017

ol
PRESENT

En rolacion a su soliitud de Ipformacicn presentada en fecha 29 da juro de 2017,
mediante la Plataforma Nacional, bajo nimero de foio 00384617 y reciida el
miso dia, mes y afo en 1a Unidad de Trensparencia de esta Audtoria Superior del
Estado y registada bajo ol ndrmero €3 (sesenta  tes) y o la que solcia

“Qus se otorgus versién piblica do 1a Declaracién Patrimonial y Declaracion
e Confiicto de Intoroses para 1os ejercicios fiscales 2016 y 2016 del personal
adscrito a ta Contraioria Interna y del Sr. Abraham Payan Torrescano.

Que se otorgue copia do las constancias expedidas de la Declaracién
Patrimonial y Deciaracion do Conficto de Interesss para los ejercicios fiscales
2016 del personal que actuaiments so cacuentra adscrito a Ia Contralor
Interna y del Sr. Abraham Payan Torrescano.

Que se otorgue cargo actual, numero de escaiaon o posicién en tabulador do
sueldos y salarios del Sr. Radl E. Esquivel Garay dentro do s Auditoria
Superior del Estado.

Que se detalie una descripcion dol pussto y funciones que desempens en el
2015 y 2016 el S1. Radl £, Esquivel Garay dentro do Ia Auditoria Superior det
Estado.

Que se detalle una descripcién del puesto y funciones que lleva a cabo
actualments of Sr. Radl E. Esquivel Garay dentro do la Auditorla Superior dol
Estado”.{sic)

Ls Uniad de Transparencia ralzd os tramies y gestiones de conformidad con fo
seftalado en el artculo 54 fracciones 11y IV de i Ley de Transparencia y Acceso a
1a Informacien Pibica del Estado de San Luis Poiosl, on vigor, femiiendo
memorandums a la Contraoria Interna bajo el nimero ASEUT-2032017 y af
Departamento de Recursos Humanas con nimero ASE-UT-20472017, y ASE-UT-
22612017 al Departamento de Registro y Conirol Patimonisl, & efecto de que
proporcionaran o Informaran en relacién a o requarido en 6y solciud, a primera de
elles por serla encargada de fleva el registro y andlsis da I situacion patrmorial
G loa servidores pibicos adscrtos a la Audloria Superior del Estado do
conformidad con el sniculo 85 fraccion XIV de la Loy de do Fiscalzacien y
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Rendician de Cuentas del Estado de San Luis Potosi corespondiente of eiercicio
2016y Ia segunda irea, por ser I encargada de atendor os kirmes adminiTatoS
reiativos al personal de la Audforia Supaior del Estado, de conformidad con o
sefalado en el ariculo 15 fraccion XV del Reglamento intorior de &8 Audioria
Superior del Estado, I tercera por levar las Deciaraciones Patrimoniaies efercico
2015 de acuerdo a fa Ley de Auditorta Superior del Estado,

sl mismo la Contraloia Interna da respuesta mediante oficio ndmer ASE Cl-
2412017,y Ia Coordinacion de Administracion, Finanzes y Servicios, mecante oficio
nimero ASE-CAFS-00442017, 108 cuales se auntan.

En vitud de la respuesta proporcionada por la Contraloria Inferna se pons a s
sposicién (3 informacion ¥ que corsta de 190 fojas en copia simple y en versidn
pblica por contener datos personales,

Se lo comurica al petcionari que de conformidad con 1o estatlecido en i articulo
165 e 1a Ley de Transparenca y Acceso 3 la Informacén Pibica dl Estado de
San Ll Potost raccidn , asi como e articulo 92 raccion IV de a Ley de Hacienda
para ef Estado de San Luis Potosl, 1a cuots por concepto de copia simpie en version
poblica s de dos pesos con cuarenta contavos, lo anterior con fundamento en el
citerio 1472008, emitdo por 1a Suprema Corte de Jusicia de la Nacion. Se le indica
que ef pago se podrs reaiizar en la cuenta No. 0311300736 del Banco Mercanti del
Norta, 5. A (BANORTE), y una vez presenlando s recibo de pago en (a Unidad de
Transparencia de esta Auditoris Superior e Estad, ubicada on (3 calle de Vicente
Guerrero N* 510, Primer Piso, Zona Genlro de esta Cudad, se dar incio a la
reaizacién de Ia version piblica de (a informacion, misma que podrd recogerse @
part det sagqundo dia hibi siguient de su recepcon, en horaro de 830 a 14.30
boras

En vt de o anteror se notfca ef presenie ai . Vicante cant Romo, do.
conformidad con en ol aticulo 54 fraccion V de fa Ley de Transparencia y Acceso a
1a Informacicn Pibica del Estado de San Luis Potosl

i otro paricular de momento.

ATERTAMENTE

C.P. ILIANA G LOS SANTOS DOMINGUEZ
ENCARGADA DE DESPACHO DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA
DE LA AUDITORIA SUPERIOR DEL ESTADO.
207U S ol Cormacames
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CONTRALORIA INTERNA
MEMORANDUM

OFICIO: ASE-CI-24/2017.
ASUNTO: S da contastacion

San Luis Polosi, S P8 06 do julo de 2017

F e—
—

En felacén & 1a solcitud do Informacitn a liavés do a Plataforma Nacionsl de fecha 29 de jurio ds.
2017 recbida por la Unidad d Traneparenca de la AuBtona Superor del Estado y wenado & esie
Grgano de ContclInermo, me permic hacer de su conocrmients

En cumplimento 2 o salictado, me penmits manitestar que de conformidad con (as documentales y
regitron qus obran en esie orgnimo 1o siguente

el S Abraham Payan Tormescano en version piblca
En o s0qundo purto, srvase encontar anexo a la presents las constancas referenciadas.

0 el tercar punto, referente a las funciones reaizads por o C. S Radl € Esquivel Garay dentro de s
Audtorla Superr del Estado por 105 alos 2015 y 2016, fueron las designads por (s Contaioris
Intera de a Austoria Supercr dol Estade.

¥ por Glimo, 1as funciones que Seva actuaimente ef St Radl € Esquivel Garay dentro de 1o Audltoria
Superior Gl Estado son Ias encomendadas por ol Thulr de 13 Conlralora nlema do 1a Audioria
Superor e Estado.

i o0 partcular de momento, quedo de Usted para cualquler duta o aciaracien.

A@“

C.P. ROSA MARIA RUIZ MEDELLIN
‘CONTRALOR INTERNO.

2007, Un s s G

Volejo No 100
Cenro Hitorico

CP.78000
Tol{4441144%00
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No. ASE-CAFS-004412017

San Ll Potosi, 5.L.P. a 07 de juio de 2017

c
PRESENTE

En atencion o su sofcitud recibicia bojo ¢! oo nimero 0038617 de fecha 29 de
junio gt afio en curso; donde solicita o siguiente:

Que se otorgua cargo actual, nimero de escalofén o posicién en fobulador de
sueidos y salovios del §. Roul €. Esquivel Geray déniro de ko Auditoria Superor del
Estodo.

Qe se defote uno descripcion del puesto que desempeAs en el 2015 y 2016 &1 .
RodlE. Esquivel Garay dentio de ko Auditorka Superior del Esfodo.

Que se detatle uno descripcion def puesto quo e fleva  Cabo octudimente o S
Rodl E. Esquivel Goray dentro de o Auditorio Superr del Es10d0” (5c)

Ma parmito dor contestacién en el mismo orden d 1o soficiiodo:
- Supervizor de la Confralora Inlemo, nivel 14

Referonte  fos 2 puntos posteriores le compate dor contestackn @ lo Contolorda
era.

Sin 0o poriicular © que eferme, Quedo de Usted.

ATENTAMENT
i,

LG J0UETA 1A © GontheL
ENCARGADA DE Lo COORDINACION OF ADMINISTRACION, FINANZAS Y SERVICIOS,

“2017, Un g oo s Consttuciones




TERCERO. Interposición del recurso. El 14 catorce de julio de 2017 dos mil diecisiete, mediante la Plataforma Nacional de Transparencia, el  solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que al día hábil siguiente quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 2 dos de agosto de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia del MTRO. Alejandro Lafuente Torres por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 7 siete de agosto de 2017 dos mil diecisiete el Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-484/2017-1 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados a la AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de su TITULAR –en adelante ASE– de su TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, de su TITULAR DE COORDINACIÓN DE ADMINISTRACIÓN, FINANZAS Y SERVICIOS y de su TITULAR DE LA CONTRALORÍA INTERNA.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto el ponente expresó que el sujeto obligado por conducto del servidor público que compareciera debería acreditar su personalidad con el apercibimiento que, en caso de no hacerlo, sus manifestaciones no podrían ser tomadas en cuenta al momento de emitir la resolución correspondiente. 

Por otra parte, el ponente hizo saber a las partes que, una vez que fuera decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

Además, apercibió a los sujetos obligados que en caso de ser omiso en manifestar lo que a su derecho convenga se aplicarían su contra la medida de apremio prevista en el artículo 190, fracción I de la Ley de Transparencia.

También, hizo saber al recurrente que tenía expedito su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 1 uno de septiembre 2017 dos mil diecisiete el ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido los oficios firmados por los aquí sujetos obligados.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma sus alegaciones.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.


Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

Por último, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél quien le pudiera deparar perjuicio.
CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 11 once de julio de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Así, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 12 doce de julio al 16 dieciséis de agosto. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días  15 quince y 16 dieciséis de julio, 5 cinco, 6 seis, 12 doce y 13 trece de agosto, así como los días del 17 diecisiete al 31 treinta de julio por ser el primer periodo vacacional de esta Comisión de Transparencia.

· Consecuentemente si el 1 uno de agosto de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   

QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados  atribuidos a los sujetos obligados en virtud de que así lo reconocieron en su informe.


SEXTO. Sobreseimiento. Dicha figura del sobreseimiento es la resolución por parte de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de carácter definitivo porque pone fin al procedimiento sin resolver las cuestiones de fondo, es decir, porque se haya actualizado alguno de los supuestos que establece el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

          En la especie, el sujeto obligado cuando rindió su informe ante esta Comisión de Transparencia solicitó que se sobreseyera el presente recurso dado que entregó parte de la información motivo de la presente controversia.


Así, está Comisión de Transparencia analiza la procedencia del sobreseimiento, en virtud de que de acuerdo con la Ley de Transparencia esta figura es una cuestión de orden público que impide, como se ha dicho, entrar al fondo del asunto. 

          6.1. Objetivo de la Ley de Transparencia.


Ahora, es necesario precisar que
 de conformidad con el segundo párrafo, del artículo 1°
 de la Ley de Transparencia, uno de los objetivos de ésta es garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública. 


En el caso, el recurrente expresó como agravios, que el Contralor Interno en respuesta a su punto primero no le anexó algún documento y ninguna copia de alguna declaración patrimonial y las constancias.  

6.2. Supuesto invocado por el sujeto obligado para el sobreseimiento.


Como ya se dijo, el sujeto obligado, en su informe, expresó que ya había entregado la información que le había sido solicitada y por ende, solicitó el sobreseimiento, sin especificar a qué fracción se refería.


Sin embargo, esta Comisión de Transparencia al analizar las constancias que el sujeto obligado rindió en su informe, advierte que se está en presencia del artículo 180, fracción III, de la Ley de Transparencia, mismo que establece que:

ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:

[…]

III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia, o


Así, dicho artículo y fracción refiere el supuesto de que el recurso será sobreseído cuando el sujeto obligado como responsable de lo que se le reclama, modifica su acto de tal manera de que se llegue al extremo de que el presente recuso quede sin materia y ello se logra a través de que la autoridad entregue la respuesta, la información o bien, otra circunstancia en la que permita el sobreseimiento y que lo anterior sea notificado al solicitante de la información.

6.3. Notificación de la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública.


Es por ello que, para que el sobreseimiento se pueda actualizar, resulta necesario que el sujeto obligado acredite que efectivamente el ahora recurrente ya se allegó de esa respuesta.


Ahora, está Comisión de Transparencia al analizar los documentos
 que el sujeto obligado agregó a su informe, los mismos constan de lo siguiente: 
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San Luis Potosi, SLP. a 14 de agosto de 2017|
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Por medo del presente y e alcance al oficio nimero 082017, mesante el Cus ‘se le NOUMicS 1a respuesta 3 su seliciud ce
lormiacidn presentada 3 través de la Platalorma Nacional de Transpurencia, con nimero e folio 00384617, se le eoviu ta
nformacien tequerda e los paitafos prmero y segundo d su salickud, misma que fue proporcionada por la Contralora lntera. y
1a cual se fe hace flcgar oor este medio y gue consta de 190 (cierio noventa) fojas, de igual Manera s¢ anexa oficia nUmero ASE-
UT-1142017,

ATENTAMENTE
LINIDAD DE TRANSFARENTIA

e nagctas szrimei,






Así, en ese documento se observa que el 14 catorce de agosto de este año –es decir, después de la interposición del recurso– el sujeto obligado hizo entrega al ahora recurrente de la información, pues en el mismo consta que éste fue notificado vía electrónica y precisamente en el correo electrónico que al efecto señaló en su solicitud de acceso a la información pública, pues de esa notificación se advierte que, coincide el nombre particular del correo electrónico que el recurrente señaló para recibir notificaciones; después aparece el carácter que separa el usuario y el dominio en las direcciones electrónicas –comúnmente conocido como @ arroba–;  y luego aparece el dominio al que pertenece –que es el nombre de la empresa o institución a la cual pertenece el nombre del usuario–; y, por último, el “com” –que son servidores a los cuales envían un correo electrónico– dicho en otras palabras, el correo electrónico que el solicitante señaló en su solicitud de acceso a la información pública para recibir las notificaciones coincide plenamente con el que la autoridad le envió al solicitante la notificación arriba señalada.


En la especie, está demostrado que el sujeto obligado dio respuesta a la solicitud de acceso a la información pública.

Así, para que exista el sobreseimiento, se debe de acreditar, además el contenido de la respuesta, como se explica en el apartado siguiente.

6.4. Modificación del acto reclamado para que el recurso quede sin materia.


Como se ha dicho, para que proceda el sobreseimiento es necesario que el sujeto obligado modifique el acto que se le reclama para el efecto de que el recurso quede sin materia.


En el caso, como ya se vio, el recurrente expresó como motivos de inconformidad, entre otros, que el Contralor Interno en respuesta a su punto primero no le anexó algún documento y ninguna copia de alguna declaración patrimonial y las constancias.  

Por ello, la respuesta que le fue enviada al recurrente, como se vio en el correo electrónico, se observa que el sujeto obligado le proporcionó una serie de documentos que es  precisamente la información que aquél solicitó, dado de que del propio correo ya visto, se aprecia que el mismo contiene dos archivos adjuntos en formato PDF–acrónimo del inglés portable document format, formato de documento portátil– y que el sujeto obligado en su informe ante esta Comisión de Transparencia también los agregó
 a afecto de demostrar qué información le envió al solicitante y, consta de 190 ciento noventa fojas que contienen la versión pública de las declaraciones patrimonial y de intereses de 2015 dos mil quince y 2016 dos mil dieciséis del servidor público que el ahora recurrente mencionó en el punto uno de su solicitud de información, además de las declaraciones patrimonial y de intereses de 2015 dos mil quince y 2016 dos mil dieciséis del personal que se encuentra adscrito a la Contraloría Interna del sujeto obligado y, que fue el punto segundo de dicha solicitud de información.

Así pues, tanto la nueva respuesta como la información adjunta es congruente con lo que le fue solicitado sobre los dos primeros punto de la solicitud de acceso a la información pública de ahí que, es claro que el sujeto obligado ya entregó la respuesta correcta que era precisamente el motivo de agravios, es decir, que ya hay pronunciamiento correcto a la solicitud de acceso a la información pública en sus dos primero apartados, por lo que la autoridad modificó su acto, pues el sujeto obligado ya respondió y, ésta ya fue enviada al correo electrónico del solicitante de la información. 
Consecuentemente, el sujeto obligado, no sólo justificó haber notificado la respuesta al solicitante junto con la información, sino además la misma contiene la respuesta e información, de tal manera que en el presente recurso se actualiza el sobreseimiento en esa parte, pues para esto sucediera era necesario que el recurrente se allegara de todos aquéllos elementos necesarios para obtener la respuesta sobre la información que solicitó, lo que en la especie ya aconteció.


Por eso, lo procedente es que esta Comisión de Transparencia, al actualizarse la causa prevista del artículo citado sobresee el presente recurso  en esas partes.


SÉPTIMO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada.


En el caso, el sujeto obligado en sus alegaciones expresó que se estaba en presencia de la causal de improcedencia prevista en el artículo 179, fracción IV, de la Ley de Transparencia en virtud de que no se actualizaba ninguno de los supuestos previstos en el artículo 167 de la Ley de Transparencia.


Ahora, dichos preceptos refieren que:

ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando:

[…]

IV. No actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 167 de la presente Ley;

ARTÍCULO 167. El recurso de revisión procederá en contra de:

I. La clasificación de la información;

II. La declaración de inexistencia de información;

III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado;

IV. La entrega de información incompleta;

V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado;

VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley;
VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado;
VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;
IX. Los costos o tiempos de entrega de la información;
X. La falta de trámite a una solicitud;
XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información;
XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o
XIII. La orientación a un trámite específico.
La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones III, VI, VIII, IX, X y XI es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante la CEGAIP.


Ahora, para que en un momento dado proceda la causal de improcedencia alegada por el sujeto obligado, éste debe de exponer de una manera clara sus afirmaciones, es decir, que, no debe de quedar duda que se está frente al supuesto de alguna de las causales de improcedencia y, si en el caso el sujeto obligado afirma que se actualiza o se está frente alguna de ellas, debe de expresar todas aquéllas manifestaciones, por las cuales considera que el recurso es improcedente, pues aunque si bien es cierto el legislador impuso dichos supuestos normativos del porqué y en qué casos el recurso de revisión no procedía, cuando es alegado por el sujeto obligado, es a éste quien debe de probar el porqué de esa actualización y no hacer meras manifestaciones que el recurso es improcedente de manera genérica, ya que la fracción IV del artículo 179, remite al artículo 167, ambos de la Ley de Transparencia y, este último citado contiene doce fracciones de procedencia del recurso de revisión y, por ello si el sujeto obligado estima que se actualiza alguna de ellas, dicha autoridad no sólo debe de citar específicamente a cuál, se refiere, sino además de exponer las causas por las cuales estima del porqué de su actualización, lo que en el caso no sucede, es por tanto, que esa manifestación de improcedencia es infundada. 


Así, las cosas, al no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado, se analiza el fondo de la cuestión planteada.

OCTAVO. Estudio de los agravios.  


8.1. Agravios. El recurrente expresó como agravios y, en lo que no fue materia de sobreseimiento los siguientes:

a) Que la Unidad de Transparencia solamente le informó que realizó trámites y gestiones y le remitió los memorándums ASE-UT-203/2017; ASE-UT-204/2017 y ASE-UT-226/2017 a diversas áreas del sujeto obligado y que fundamentó su actuar, sin establecer el motivo y fundamento jurídico que vincule el porqué se remitieron a esas áreas esos memorándum y que ello le afecta, ya que no se le da apertura ni transparencia a los actos emitidos y sobre todo porque de dichos memorándum se emitieron los oficios que no le dan respuesta completa, oportuna, veraz y clara a mi petición.
b) Que la Unidad de Transparencia en su oficio ASE-UT-088/2017 le notificó y adjuntó dos oficios ASE-CI-24/2017 y ASE-CAFS-0044/2017 y que presume que con estos dos oficios se le daba respuesta a su solicitud, sin embargo, carecí de toda confiabilidad y credibilidad pues, la misma Unidad de Transparencia había emitido tres memorándum a tres distintas áreas tal como lo señala en el segundo párrafo, página 1, cuarto renglón. Es decir, que con los oficios que se le anexaron en Plataforma Nacional, hubo un área que no dio respuesta ni a su memorándum y obviamente ni su solicitud, y que ello contravenía con ello lo que ya había señalado en los artículos 6, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 6, 11 y 13 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como lo que establece el artículo 167 respecto al recurso de revisión: “…IV. La entrega de información incompleta;…”

c) Que en el oficio de respuesta ASE-CI-24/2017 la Contraloría Interna acorta y esconde la información en respuesta ante su solicitud clara de describir y detallar las funciones que el Raúl E. Esquivel Garay desempeñó durante dos años y actualmente.

Que el diccionario de la Real Academia Española define la palabra detallar como verbo transitivo de la siguiente forma 1. tr. Tratar o referir algo por partes, minuciosa y circunstanciadamente, Por lo que como lo mencionó, el Contralor Interno lo dejó en completo estado de confidencia la información pública que solicitó, porque en dicho párrafo podía percibirse el alto grado de secrecía con la que el Contralor Interno manejó la información pública en resguardo del área a su cargo, pues inclusive tardó 5 días en dar una respuesta que de manera dolosa y premeditada no describía las funciones que ella designó o que por su cargo conocía y que le fueron designadas en tiempo anterior a su nombramiento (2015 y 2016). 
Y que la Contraloría Interna sabía que Raúl E. Esquivel Garay ostentaba el cargo de supervisor de esa Contraloría, sueldo nivel 14 de acuerdo a la respuesta  de la Coordinación de Administración, Finanzas y Servicios mediante el oficio ASE-CAFS-0044/2017, pues debía suponerse que en el ejercicio de la buena función pública el detallar y describir las funciones en el sentido estricto del significado de la palabra “detallar” no debiera ser complicado. 
Que por tanto era un acto perjudicial de la autoridad para ambas partes, ya que  pudiera entenderse que el funcionario Raúl E. Esquivel Garay no desempeñaba ni había desempeñado ninguna actividad desde 2015 dos mil quince a la actualidad, debido a que ni el Contralor Interno, ni la Coordinación de Administración, Finanzas y Servicios y ni la Unidad de Transparencia avalan lo contrario.

Que la ley aplicable dice que tiene por objeto transparentar el ejercicio de la función pública; promover, fomentar y difundir la cultura de la transparencia en el ejercicio de la función pública, el acceso a la información, la participación ciudadana, así como la rendición de cuentas, a través del establecimiento de políticas públicas y mecanismos que garanticen la publicidad de información oportuna, verificable, comprensible, actualizada y completa, que se difunda en los formatos más adecuados y accesibles para todo el público y atendiendo en todo momento las condiciones sociales, económicas y culturales de cada región del Estado; y establecer las bases y la información de interés público que se debe difundir proactivamente.

Por lo que a modo de concluir, la respuesta contraviene en todo sentido lo que se pretende en el espíritu jurídico de la Constitución y el derecho de acceso a la información pública, dejándolo así, sin acceso al derecho de la información pública, en contra del el principio de máxima publicidad de la información en resguardo de los sujetos obligados.

d) Que la respuesta de la Encargada de la Coordinación de Administración, Finanzas y Servicios de la Auditoría Superior del Estado en su oficio ASE-CAFS-0044/2017 también carecía de fundamentación y motivación, así como de veracidad a los datos que le fueron proporcionados, pues en primera instancia hacía referencia a un número de solicitud con folio 0038617 el cual no corresponde al folio de su solicitud de información en Plataforma Nacional. Que en segundo término, describía que había solicitado tres informaciones, lo cual es completamente falso y equivocado, pues como había señalando a esta Comisión de Transparencia, su solicitud constaba de cinco informaciones, y no de tres como ella misma describía en su oficio que le dirigió y, por tanto se obstruía entonces su derecho de acceso a la información pública.


8.1.1. Agravios inoperantes.


Ante todo es necesario desentrañar el sentido de la palabra agravio, que en sentido muy amplio, es el equivalente a un perjuicio o, en sentido estricto es la afectación de un interés jurídico subjetivo del solicitante de la información o, en otras palabras, es la afectación que el quejoso manifiesta en su derecho de acceso a la información en el sentido de que la respuesta transgrede el derecho de acceso a la información.


Lo anterior, era necesario que esta Comisión de Transparencia lo precisara, porque de las manifestaciones vistas y, propiamente de las inconformidades del recurrente en los incisos a), b) y d), lo ahí expresado por el recurrente no le genera ningún perjuicio en que su derecho de acceso a la información se vea vedado por las respuestas en sí, en cuanto a la forma se refiere y, tal y como se demuestra a continuación. 


Es el identificado como inciso a).


Es verdad que, de conformidad con el artículo 16 del Pacto federal, todo acto de autoridad debe de estar fundado y motivado.


Sin embargo, para lo anterior, debe de generar un acto de molestia a la persona.


En el caso concreto, la unidad de transparencia, actuó en el marco de la legalidad que le impone el artículo 54
, específicamente en las fracciones II, IV y V de la Ley de Transparencia, es decir, que la Unidad de Transparencia recibió y dio trámite a la solicitud de acceso a la información pública, realizó los trámites internos necesarios para atender la solicitud de acceso a la información y efectuó la notificación al solicitante.

De ahí, que en caso, no había necesidad, como lo refiere el recurrente, que la Unidad de Transparencia del sujeto obligado motivara su actuar al grado de que tuviera que razonar del porqué lo gestionó ante determinada área, pues el legislador le impuso la facultad de gestionar hacía el interior del sujeto obligado para atender la solicitud de información y, en todo caso sería a la propia Unidad de Transparencia explicar hacia el interior del sujeto obligado el porqué manda a determinada área o servidor público la solicitud de acceso a la información pública, pero sin que ello implique que, si en el caso no lo hizo, ello conlleve necesariamente algún perjuicio en contra del solicitante, muy por el contrario, está demostrado que la Unidad de Transparencia, realizó sus funciones ya vistas, al grado de que le hizo saber las respuestas al ahora recurrente de las áreas que respondieron, con independencia, de que si las respuestas de éstas le causan agravio al recurrente. 


Así, está demostrado que la Unidad de Transparencia cumplió con las funciones ya vistas, sin que se pueda llegar al extremo de que tenga que explicar a cada área dentro del sujeto obligado su actuar para gestionar la solicitud de acceso a la información pública en éstas, pues en el caso, aunque no lo hizo ello no le genera ningún perjuicio al recurrente, de ahí que su agravio sea inoperante.  


Por otra parte, también es inoperante lo alegado en el inciso b)


En efecto, como lo expresó el recurrente  y de acuerdo a la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública mediante el oficio ASE-UT-088/2017 la autoridad, dijo que…remitiendo memorándums a la Contraloría Interna bajo el número ASE-UT-203/2017 y al Departamento de Recursos Humanos con número ASE-UT/204/2017, y ASE-UT-226/2017 al Departamento de Registro y Control Patrimonial…y de las respuestas que quedaron vistas en el resultando segundo de la presente resolución, se advierten dos respuestas.

Sin embargo, esa formalidad no le causa perjuicio al recurrente, dado que, como quedó visto la Unidad de Transparencia realizó lo previsto en la fracción IV, del artículo 54 de la Ley de Transparencia, es decir, que ésta realizó las gestiones internas para atender la solicitud y, en todo caso esa falta de respuesta a un oficio de la Unidad de Transparencia en donde éste turnó a un área y la misma no le respondió, ello por si sólo en nada le afecta al recurrente, ya que en todo caso, la parte que le pudiese afectar al recurrente, son las propias respuestas que le fueron notificadas, ya que en ellas se contiene o no el acceso a la información –que en este apartado no se analizan, en virtud de que, el recurrente incluso, impugnó las respuestas en sí– de ahí, que esa omisión al oficio que emitió la Unidad de Transparencia y, no le fue contestada a ésta, en nada le perjudica al recurrente, ya que se insiste, en todo caso, si hay alguna transgresión al derecho de acceso a la información del recurrente es en las respuestas, mismas que serán analizadas más adelante en virtud de que el propio recurrente también las impugnó.

Por último, la inconformidad expresada en el inciso d) es inoperante.

En efecto, como se advierte de la respuesta mediante el oficio ASE-CAFS-0044/2017 firmada por la Encargada de la Coordinación de Administración, Finanzas y Servicios de la Auditoría Superior del Estado expresa que la solicitud de información es del folio 0038617 cero, cero, treinta y ocho mil seiscientos diecisiete, cuando que lo correcto es 00384617 cero, cero, trescientos ochenta y cuatro mil seiscientos diecisiete, es decir, que hay un erro en la cita del folio de la solicitud de acceso a la información pública.


Así, el artículo 145
 de la Ley de Transparencia refiere que cuando se trate de solicitudes de acceso a información formuladas mediante la Plataforma Nacional, se asignará automáticamente un número de folio, con el que los solicitantes podrán dar seguimiento a sus requerimientos. En el caso, el solicitante media el número de folio que le fue asignado en plataforma, pudo, como lo es, dar seguimiento a su solicitud, al grado de que también accedió a las respuestas mismas que impugnó, por ende, dicho error en el número de folio, no trasciende en la esfera de causar un perjuicio por si sólo al solicitante, puesto que, en el caso fue la propia autoridad quien en esa respuesta transcribió parte de la solicitud de acceso a la información pública de que se trata, es decir, que en el fondo hay identidad de lo pedido –solicitud de acceso a la información pública– y de la respuesta –con independencia de que si ésta es correcta o no, ya que ello no es materia de este agravio–, por ende, un error como la cita del folio de la solicitud de información ya que la autoridad no puso un número, como quiera, esa omisión no puede llegar al extremo, como algún tipo de afectación, ya que, incluso, esa respuesta fue notificada por el medio que el recurrente seleccionó y, como se dijo en todo caso, hay identidad de lo solicitado y la respuesta, de ahí la inoperancia. 


Por último, sobre este apartado, tampoco le causa algún tipo de perjuicio el hecho de que la respuesta mediante el oficio ASE-CAFS-0044/2017 firmada por la Encargada de la Coordinación de Administración, Finanzas y Servicios de la Auditoría Superior del Estado haya descrito que el solicitante pidió tres informaciones, esto es, que la autoridad transcribió tres puntos de la solicitud de acceso a la información pública, cuando de la lectura de éstas se desprende que son cinco puntos, empero, ese motivo de inconformidad no le agravia al recurrente en virtud de que de acuerdo al artículo 3°, fracción II
 de la Ley de Transparencia, cuando se define área, se entiende por aquélla  como la instancias que cuentan o puede contar con la información y que cuando se trate del sector público, serán aquellas que estén previstas en el reglamento interior, estatuto orgánico respectivo o equivalentes, esto es, que la Unidad de Transparencia al gestionar la solicitud de acceso a la información pública hacía el interior del sujeto obligado, en el caso, las áreas, éstas contestan lo que les compete, o en otras palabras, no le causa perjuicio que la Encargada de la Coordinación de Administración, Finanzas y Servicios de la Auditoría Superior del Estado solamente haya contestado tres puntos de los cinco de la solicitud de información, puesto que los dos puntos restantes le fueron respondidos –con independencia del sentido de éstos– por otra área, en el caso la Contraloría Interna, de ahí que, esa supuesta omisión en nada le perjudica, ya que, no resulta en todo caso indispensable que un área deba de contestar todos los puntos de la solicitud de información, cuando sólo por obligación de su legislación le toque conocer alguno de los puntos, por tanto su agravio es inoperante.

8.1.2. Agravio parcialmente fundado, pero suficiente para la entrega de la información.

Es el visto en el inciso c).


En la solicitud de acceso a la información pública pidió, que detallara y describieran las funciones que el Raúl E. Esquivel Garay desempeñó durante dos años y a la fecha de la solicitud de acceso a la información pública.


En el caso, la Contraloría Interna del sujeto obligado sobre lo anterior dijo que:
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Y lo anterior, dicha autoridad lo reiteró, ya que en sus alegaciones expresó
:
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Es decir, que precisamente a la información que el recurrente pretendía acceder era a las funciones que la CONTRALORÍA INTERNA de la ASE le encomendó a Raúl E. Esquivel Garay, ya que aquél le solicitó:
Que se detalle una descripción del puesto y funciones que desempeñó en el 2015 y 2016 el Sr. Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado.

Que se detalle una descripción del puesto y funciones que lleva a cabo actualmente el  Sr. Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado.


Así, en la respuesta y, como se vio en la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública la CONTRALORÍA INTERNA de la ASE dijo que las funciones realizadas por Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado dentro de los años 2015 dos mil quince y 2016 dos mil dieciséis le fueron encomendadas por la CONTRALORÍA INTERNA y que las funciones que lleva actualmente aquél dentro de la ASE, le son encomendadas por la propia CONTRALORÍA INTERNA de la ASE.

Y, por otro lado, en sus alegaciones la autoridad expresó que de los archivos de esa CONTRALORÍA INTERNA no se advierte la existencia de documento alguno en que constaran las funciones realizadas por Raúl E. Esquivel Garay durante los años 2015 dos mil quince y 2016 dos mil dieciséis en el puesto de supervisor y que por tal motivo se le especificó al solicitante que las funciones desempeñadas fueron las designadas por esa CONTRALORÍA INTERNA.


En este último apartado el sujeto obligado reitera que las funciones de la persona de que se trata le fueron designadas por la CONTRALORÍA INTERNA.


Consecuentemente a esa es precisamente la información a la que se pretende acceder, esto es, ¿qué funciones realizó Raúl E. Esquivel Garay y que le fueron encomendadas por la CONTRALORÍA INTERNA de la ASE?


Esto es, si esas funciones fueron mediante alguna instrucción mediante documento alguno y, entiéndase como documento, lo previsto en el artículo 3°, fracción XIII
 de la Ley de Transparencia, es decir, cómo la CONTRALORÍA INTERNA de la ASE daba esas instrucciones a Raúl E. Esquivel Garay ya que ello, ni en la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, ni en sus alegaciones lo especificó.

Además, de que, el artículo 18
 de la Ley de Transparencia y que tiene concordancia con el artículo 10
 de la Ley de Archivos del Estado, refieren que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio  de sus facultades, que en el caso son los documentos en donde la CONTRARLORÍA INTERNA daba a Raúl E. Esquivel Garay.  


Es por tanto que el agravio es fundado, ya que el sujeto obligado debe de documentar todo lo relacionado con sus funciones y, si la CONTRALORÍA INTERNA especificaba las funciones a desempeñar a Raúl E. Esquivel Garay, es esa la información a la que pretende acceder el recurrente por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.


Por otro lado,  la parte en que no es fundada la alegación en donde el recurrente adujo que el CONTRALOR INTERNO tardó en dar una respuesta, ya que lo hizo dentro de cinco días. Sin embargo dicha situación en nada le perjudica al recurrente, ya que el plazo máximo que otorga la Ley de Transparencia en su artículo 154
 es de diez días e, incluso dicho plazo puede ampliarse siempre y cuando se cumplan ciertos requisitos. De ahí que, si en el caso, la autoridad, es decir la ASE como sujeto obligado cumplió con dicha formalidad de dar la respuesta dentro de ese plazo, al grado de que lo hizo al octavo día hábil de presentada la solicitud de información, dicha manifestación del recurrente es infundada.

8.2. Inexistencia de la información.


Ahora, como el sujeto obligado fue omiso en cuanto a manifestar si esa información de acuerdo con las disposiciones que lo rigen la debe de poseer o no, de acuerdo con lo establecido en los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia, luego, en caso de no poseer la información en sus archivos debe de justificar la inexistencia de la misma, en virtud de que en sus alegaciones el CONTRARLO INTERNO de la ASE expresó que de la revisión que hizo de los archivos de esa Contraloría no encontró la información, empero, lo anterior a juicio de esta Comisión de Transparencia, no es suficiente ya que no justificó si gestionó hacía el interior de sus áreas, oficinas o servidores públicos de dicha Contraloría si existía o no, así como tampoco especificó el porqué no se generó información, cuando aquél expresó que él encomendaba a la citada persona las funciones, sin especificar si las mismas eran por escrito o de qué forma.

Para lo anterior, la Ley de Transparencia estableció un procedimiento especial en caso de que la información no existiera de acuerdo con los artículos 19, 52, fracciones II y III, 160, fracciones I, II y III y 161, de la Ley de Transparencia que establecen lo siguiente:

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento;

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.

Dichos preceptos son claros al referir que, como ya también se ha mencionado, se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y que en caso de que lo anterior no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.


Por ende, cada Comité de Transparencia del sujeto obligado tiene la función de confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de declaración de inexistencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados, para ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones.


De ahí que, cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

a. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información.

b.  En caso de no lograr lo anterior, expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

c. Y, ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.

d.  Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


Lo anterior quedó evidenciado que no se llevó a cabo y, por tanto en caso de que no exista la información, después de una búsqueda exhaustiva, el sujeto obligado debe de seguir el procedimiento citado.


8.3. Modalidad de entrega.


Sobre este tópico los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.

ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 

[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…

ARTÍCULO 155. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega.

En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega ya que de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Y que por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.


De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 


En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si éste presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado.


Por ende, si la solicitud de acceso a la información pública la recurrente la presentó ante el sujeto obligado mediante la Plataforma Nacional de Transparencia, resulta claro que el sujeto obligado debe de dar preferencia en proporcionar el documento por esa vía de conformidad con el criterio citado.


Por último, en caso de que el sujeto obligado deba de elaborar la versión pública de los documentos y, para ello deba de tener un costo para el solicitante, entonces, debe de proporcionar todos aquéllos elementos tales como:

a) Los costos de reproducción –en el entendido de que la reproducción de las primeras veinte fojas son de forma gratuita siempre y cuando no contenga datos personales–.

b) Los costos de envío.

c) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos pagos.

d) De cuántas fojas constan los documentos.

e) En la medida de lo posible, los tiempos de reproducción –una vez que ha realizado el pago de la reproducción– y los tiempos de entrega.

f) Preguntar al solicitante mediante el correo electrónico que éste proporcionó para oír y recibir notificaciones, en dónde reside, para en caso de que no fuese de esta capital, entidad federativa o incluso país, proporcionarle los gastos de envío para la obtención de la información. 

g) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias en el que solicitante pudiese tener para poder acceder a la información.


8.4. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los sujetos obligados y, por lo tanto los conmina a que emita otra respuesta en la que permita el acceso a la información sobre:
a) Que se detalle una descripción del puesto y funciones que desempeñó en el 2015 y 2016 el Sr. Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado.

b) Que se detalle una descripción del puesto y funciones que lleva a cabo actualmente el  Sr. Raúl E. Esquivel Garay dentro de la Auditoría Superior del Estado.


8.5. Entrega de la información en la modalidad solicitada.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución, en caso de que la información exista.

· La información debe de entregarse preferentemente en la modalidad solicitada y en caso de contener un costo entonces la autoridad deberá de proporcionar todos aquéllos elementos tales como:
a) Los costos de reproducción en el entendido de que la reproducción de las primeras veinte fojas son de forma gratuita siempre y cuando no contenga datos personales.


b) Los costos de envío.


c) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos pagos.


d) De cuántas fojas constan los documentos.


e) En la medida de lo posible, los tiempos de reproducción –una vez que 
ha realizado el pago de la reproducción– y los tiempos de entrega.

f) Preguntar al solicitante mediante el correo electrónico que éste proporcionó para oír y recibir notificaciones, en dónde reside, para en caso de que no fuese de esta capital, entidad federativa o incluso país, proporcionarle los gastos de envío para la obtención de la información. 

g) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias en el que solicitante pudiese tener para poder acceder a la información. 

8.6. Precisiones en caso de declaración de inexistencia de la información.
8.6.1. Que el Comité de Información analice el caso y tome las medidas necesarias para localizar la información.

8.6.2. En caso de no lograr lo anterior, el Comité de Información expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

8.6.3. El Comité de Información exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular quien tenía obligación de generar la información no ejerció dichas facultades, competencias o funciones.

8.6.4. El Comité de Información deberá de acreditar que hizo una búsqueda exhaustiva con los miembros de sujeto obligado en sus áreas, direcciones, oficinas o servidor público en donde conste las manifestaciones de éstos y, se identifique además el nombre del servidor o servidores públicos.

8.6.5. El Comité de Información deberá de acreditar que hizo una búsqueda exhaustiva sobre la información que corresponde a partir del año 2015 dos mil quince y 2016 dos mil dieciséis.
8.6.6. La resolución de inexistencia de la información la notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.


 Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


8.7. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

8.8. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

8.9. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  


Medios de impugnación.


Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública sobresee una parte del recurso por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

SEGUNDO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando octavo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el último de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
	        COMISIONADO PRESIDENTE
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 484/2017-1 QUE FUE INTERPUESTA EN CONTRA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 20 VEINTE DE SEPTIEMBRE DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
� Visible en la foja 6 de autos. 


� Visible en la foja 1 y 2 de autos. 


� ARTÍCULO 1°. – […] Tiene por objeto transparentar el ejercicio de la función pública y establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar a toda persona el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Legislativo; Ejecutivo; y Judicial; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.


� Visible en la foja 64 de autos. 


� Visible de la foja 66 a la 255 de autos. 


� ARTÍCULO 54. Los sujetos obligados designarán al responsable de la Unidad de Transparencia que tendrá las siguientes funciones:


I. Recabar y difundir la información a que se refieren los capítulos, II, III, y IV, del Título Cuarto de esta Ley y propiciar que las áreas la actualicen periódicamente, conforme la normatividad aplicable; II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información; III. Auxiliar a los particulares en la elaboración de solicitudes de acceso a la información y, en su caso, orientarlos sobre los sujetos obligados competentes conforme a la normatividad aplicable; IV. Realizar los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de acceso a la información; V. Efectuar las notificaciones a los solicitantes; VI. Sugerir al Comité de Transparencia los procedimientos internos que aseguren la mayor eficiencia en la gestión de las solicitudes de acceso a la información, conforme a la normatividad aplicable; VII. Proponer personal habilitado que sea necesario para recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información; VIII. Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, respuestas, resultados, costos de reproducción y envío; IX. Promover e implementar políticas de transparencia proactiva procurando su accesibilidad; X. Fomentar la transparencia y accesibilidad al interior del sujeto obligado; XI. Hacer del conocimiento de la instancia competente la probable responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones previstas en esta Ley y en las demás disposiciones aplicables; XII. Informar por escrito a la CEGAIP, de forma mensual, sobre las solicitudes de información recibidas, el trámite y respuesta correspondiente en cada caso, y XIII. Las demás que se desprendan de la normatividad aplicable.--Los sujetos obligados promoverán acuerdos con instituciones públicas especializadas que pudieran auxiliarles a entregar las repuestas a solicitudes de información, en la lengua indígena, braille o cualquier formato accesible correspondiente, en forma más eficiente.


� ARTÍCULO 145. Tratándose de solicitudes de acceso a información formuladas mediante la Plataforma Nacional, se asignará automáticamente un número de folio, con el que los solicitantes podrán dar seguimiento a sus requerimientos. En los demás casos, la Unidad de Transparencia tendrá que registrar y capturar la solicitud de acceso en la Plataforma Nacional y deberá enviar el acuse de recibo al solicitante, en el que se indique la fecha de recepción, el folio que corresponda y los plazos de respuesta aplicables. 


� ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: […] II. Áreas: las instancias que cuentan o puedan contar con la información. Tratándose del sector público, serán aquellas que estén previstas en el reglamento interior, estatuto orgánico respectivo o equivalentes;


� Visible en la foja 260 de autos.


� ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: […] XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y de las personas en el servicio público en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los sujetos obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital;


� ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.


� ARTÍCULO 10. Todos los documentos sin importar su formato; que sean producidos o recibidos por los sujetos obligados deberán tener una correcta administración archivística, con la finalidad de cumplir y sustentar las funciones de las instituciones, optimizar los trámites, la gestión de asuntos, el acceso a la información pública, la rendición de cuentas, así como representar una fuente indispensable para la investigación.


� ARTÍCULO 154. La respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá exceder de diez días, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla. 


Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo anterior podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y cuando existan razones fundadas y motivadas, las cuales deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, mediante la emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante, antes de su vencimiento. 


Los sujetos obligados, al otorgar respuesta a una solicitud de acceso a la información, con independencia de su sentido, harán del conocimiento del solicitante sobre el medio de defensa que le asiste para inconformarse, así como el plazo para su interposición, conforme a lo establecido por esta Ley.


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.





